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so cameral impugnada en vía administrativa y conten­
cioso-administrativa. por lo que el presente amparo s~

encuadra en el arto 43 LOTC.
Pasando al fondo de la cuestión. el Abogado del Esta,;,

do se reitera y remite a lo expuesto en su escrito ,ale­
gatorio del recurso de amparo núm. 386/~3. del que
adjunta fotocopia. y en el que intentaba razonar dos
puntos: primero. que el pago del recurso cameral per­
manente no es. por sí mismo. signo de pertenenciafor­
zosa.del sujeto pasivo a las Cámaras Oficiales de Comer­
cio. Industria,y Navegación; Y. segundo. subsidiariam'ente
a lo anterior. que. de existir. la adscripción forzosa a
las Cámaras no es contraria a la Constitución. (Dichas
alegaciones están resumidas en los antecedentes de la
STC 284/1994. que resolvió el recurso dé amparo núm.
-386/93.) ,

A ello añade que. aunque es perfectamentecons­
ciénte de que la doctrina sentada por la STC 179/1994
ha llevado al otorgamiento de diversos amparos similares
al 'presente. entre los que cita los fallados por SSTC
223/1994 a '226/19S4 y 233/1994. cree conveniente
consignar algunas puntualizaciones a la doctrina de la
STC 179/1994. En primer lugar. frente a la tesis man­
tenida en dicha Sentencia. cabe indicar. a su juicio. con­
traejemplos. com~ el. de las Cámaras Agrarias. que
demuestran que la atribución de la condición ~Iectoral
activa y pasiva respecto de, una Corporación no es. en
sí misma. signo de adscrjpción obligatoria ~ ell~t por
lo que' tarnpoco lo serálJtilizar aquella. condición para
describir el sujeto pasivoge un -r~cáigo tributario esta­
bleCido por e! lGQl-siador.· no impuesto por las Cámaras.
Y.sn segúhdo lugar, el Abogado del Estado comparte
el razonamiento del voto particular ala STC 179/1994,
sobre la suficiencia constitucional de las funciones enco­
mendadas a las Cámaras de Comercio para justificar
la adscripción fo~osa. El riguroso test de constitucio­
nalidad empleado" en Ja Sentencia amenazaría con
vaciar de todo contenido un precepto constitucional.

. el arto 52 C~E.

.1 i. Por providencia de 23 de octubre de 1995. se '
señaló para la del4beración y votacion de. la presente,
Sentencia el siguiente día 24 del mismo mes Iy año.

11. Fundamentosjurídicos

Unico. La cuestión planfeada cOIl este rec.urso de
amparo ha sido resuelta por la STC 179/1994, recaída
en las cuestiones de inconstitucionalidad acumuladas

. núms. 526/91, 571/92 y 1.975/92. en la que se deCla­
ró que el régimen de" adscripción forzosa a las Cámaras
Oficiales de Comercio, Industria y Navegación estable­
cido por la base 4.a, apartado 4.°, de la Ley de 29 de

"junio de 1911 resulta contrario al derecho fundamental
de libertad de asociación reconocido en el arto 22. 1 C.E.,
en relaci6n con los arts. 1. 1 Y10.1 t.E. .

Procede, por"consecuencia. otorgar el amparo,. soli­
citado. con remisión a tbs razonamientos recogidos en
la citada STC 179/1994 (en el mismo sentido. SSTC
223 a 226/1994 y especialmente STC 284/1994).

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE lE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha- decidido

Otorg~r el" amparo solicitado por la compañía mer­
cantil ({Hispano Americano Correduría de Seguros, S.A.»,
Y.'·en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho fundamental a la libertad
de ásociación de la recurrente.

2.° Anular. la Sentencia de la ·Sala Tercera del "f.ri­
bunal Supremo" de 10 de' febrero de 1993 dictada en

·el recUrso núm. 927/1990. así como ta.mbién los actos
administrativos que aquélla calificó como ajustados a,
Derecho. .

~ublíquese esta" Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)). '

Dada en Madrid, a' veinticuatro de octubre de mil
novecientos noventa y cinco.-Alvaro,Rodríguez Berei"­
jo.-Vicente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.:.....Ma:­
nuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Javier Delgado
Barrio.-Firmad,o y rubricado.

25695' Sala Primera. Sentencia 153/1995. de 24de
octubre' de 1fJ9·5. Recurso de amparo

'2.513/1-993. Contra Sentencia de la Sala Pri­
mera del Tribunal Supremq recaída en casa­
ción al resolver incidente sobre impugnación
de honorarios por indebidos dimanante de
autos de la Audiencia Provincial de Valladolid.
Vulneración del derecho· a la" tutela judicial
efectiva:llloti'l8cíóh insuficiente al fijar los cri­
teriDs. de aplicabilidad de los' arts. 47 Y 48
de laL.E.C.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta po( dón'" AWaTO RodriguezBereijo." Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra. don Pedro Crúz "Vi11alón.don
Mánuel Jiménez de Parga y Cabrera y don JavierDelgado
Barrio. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

Ja siguient~

SENTENCIA

" ~n el recur~o de amparo núm. 2.513/93. promovido
por' don Juan Fraile Matías, representado por el Pro­
curador de los Tribunales don Francisco Alvarez del Valle ,
García y asistido del Letrado don Francisco'Javier Plaza
Veiga. contra la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal
Supremo, de 19 de julio de 1993. recaída en el rollo
de, casación núm. 1.614/89 al resolver un incidente
sobre' impugnación de honorarios por indebidos dima­
nante de autos de la Audiencia Provincial de Valladolid.
Ha· intervenido' el Ministerio Fiscal, siendo Ponente el
Magistrado don Javier Delgado Barrio. quien expresa
el parecer de la Sala.

r. Antecedentes

1. Mediante "escrito registrado en este Tribunal el
30 de julio de 1993, el Procurador don Francisco Alvarez
del Valle García, en nombre y representación de don
Juan Fraile Matías, interpone. el presente recurso de
amparo.

2. Los hechos quª sin/en de base a la demanda
son en síntes!sios siguientes:

él) Don Juan. Fraile obtuvo el derecho a litigar con
el beneficio de justicia gratuita en los autos promovidos
contra la Unión General de Trabajadores y don Miguel

'~érez~ en virtud de Sentencia del Juzgado de Primera
Instancia núm. 4 de Salamanca," de 5 de noviembre
de 1987.

b) El recurso de casación interpuesto por el soli­
citante de amJ?aro contra la Sentencia dictada en la ape-
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ladón formulada en los autos principales por la Audiencia
Provincial de Valladolid fue desestimado por la del Tri­
bunal Supremo de 5 de julio de 1991 que condenó
a aquél al pago de las costas y a la pérdida del depósito
constituido.

c) Solicitada la práctica de la tasación de costas,
así se acordó por providencia de 22 de octubre de 1991,
frente a la que el demandante interpuso recurso de súpli­
ca alegando que como había obtenido ~I beneficio de
justicia gratuita de ningún modo procedía practicar dicha,
tasación. . .

d) No obstante, sé llevó a efecto el 31 de octubre
de 1991, ascendiendo su importe a 1.023.717 pesetas.
Don Juan Fraile; impugnó por indebidos los honorarios
de Letrado' y derechos y suplidos de Procurador, insis- _
tiendo en que al haber obtenido el· beneficio de justicia
gratuita en 1987 y no haber venido a mejor fortuna
desde entonces «sino todo lo contrario», no procedía
obligarle al pago de la tasación «sin la previa o coetánea
declaración a la que hace referencia el arto 48 de la
L.E.C.». .

e) Tras oponers8ª la. impugnación la parte solici­
tante de la tasación, el Tribunai Supremo d!,ctó Sentencia
el 19 de julio de 1993 en la que desestimó f6 pretensión
del demandante y declaró debidos todos los conceptos
de la tasación. Tal Sentencia, que se fundamenta en
«lo preceptuado en el art.47 de la LE.C. pese a la con­
cesión (al recurrente) del derecho a litigar gr~tuitamen­

te», se notificó 'ofreciendo el recurso de amparo.

3. La demanda basa sll solicitud de amparo en la
lesión del derecho de tutela judicial efectiva sin inde­
fensión ......art.24. 1 C.E.- originada por la Sentencia del
Tribunal Supremo de 19 de julio de 1993, con la súplica
de que se declare su n~ufidad. . I

La vulneración se considera producida porque la Sala
Primera del Tribunal Supremo niega el derecho del
recurrente aJos efectos del beneficio de justicia gratuita,

/ a pesar de que por, Sentencia del Juzgatto de Instancia
que es firme se le reconoció tal derecho en los autos
de los que traía causa el rec~rso de casación.

La Sentencia impugnada declara debidos todos los
conceptos de la tasación de costas, se argumenta, por­
que interpreta errónea.e indebidamente los arts. 47 y
48 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, pues aplica el pri­
mero, que sé refiere exclusivamente a la concesión del
derecho a litigar gratuitamente por declaración 'legal, e
inaplica el segundo" que se refiere a los que hubieran
obtenido judicialmente el reconocimiento del derecho
a justicia gratuita, a pesar de hallarse el recurrente en
e1 segundo caso'.

,Se invoca asimismo el arto 6.1 del Convenio de Roma
de 1950 en cuanto se ha negado al solieitante de amparo
un juicio justo en el incidente de 'tasaci~n de costas.

4. Mediante providencia de lecha 13 de diciembre
de 1993, la Sección acordó ten'el' por recibida la deman­
da y, de conforin~dad con lo dispuesto_ en el arto 50.3
de la LOTC, concedió un plazo de diez días al Ministerio
Fiscal y al recurrente en amparo para q~e formulasen
alegaciones en relación a la posible causa de ¡nadmisión
consistente en la manifiesta falta de contenido cons­
titucional de la demanda.

5. El recurrente presentó las suyas mediante escrito
que tuvo su entrada en este Tribunal.el 29 de diciembre
de 1993, en el que destacaba que con su proceder el
T.S. desconoció los efectos de una Sentencia' firme y
defin~tíva por la'que se concedió al recurrente el beneficio,

de justicia gratuita, 'lo que supone una clara violación
del arto 24.1C.E. (STC 119/1988), 'además de un des­
conocimiento absoluto de lo que el régimen de justicia
gratuita,significa.

6. El Ministerio Fiscal presentó su informe el 13
de enero siguiente solicitando la remisión del t~stimonio
del incidente sobre beneficio de justicia gratuita 'seguido
con el núm. 266/87 ante el Juzgado de Primera Ins­
tancia núm. 4 de Salamanca y del rollo 'de casación
núm. 1.614/89, seguido también a instanc.ia del
recurrente, a lo que se ,accedió pqr la Sección en virtud
de- providencia de24 de enero de 1994.

Recibidos los referidos testimonios, mediante nueva
providen9ia dictada el 21 de febrero de '1994 se con­
cedió al recurrente yal Ministerio Fiscal un nuevo plazo
de diez días para formular las alegaciones que esti,maran
convenientes.

El recurrente presentó sus alegacione.s el 4 de marzo
. siguiente, ratificando, sus anteriores alegaciones y citan­

do los Autos de este Tribunal de fecha 7 de abril de
1992 y de 8 de julio de 1988.

El Ministerio Fiscal cumplimentó dicho' trámite
mediante escrito que presentó el 8 de marzo de 1994
y tras analizar los hechos en los que se ·fundamenta
la demanda solicitó la admisión a trámite del recurso
por ente'nder que la Sentencia .del T.S. no es una reso­
lución fundada en Derecho, en la medida en que no
tiids!ela norma en la que pretende basarse. '

7. Mediante prov:de!1cia defecha'25 deabril·1994,
la Sección'acordó admitir a trámiteJa demanda y tener
por personado' en nombre del recurrente al Prucurador
de los Tribunales señor Alvarez del Valle García.

De conformidad con lo dispuesto en el arto 51 de
la LOTC se requirió a los órganos judiciales ante los
que se sustanció el pleito antecedente para que remi­
tieran en el plazo de diez días un testimonio de las actua­
ciones y procedieran al emplazamiento de quienes hubie­
ran sido parte en el mencionado procedimiento, con
excepción del recurrente en amparo, para que en el plazo
de diez días pudieran comparecer en este proceso
constitucional. ':

8. Médiante providencia de 23 de mayo de 1994,
la Sección acordó la apertura de la pieza separada de
suspensión y, de conformidad con lo previsto en
el art. 56 de la LOTC, concedió un plazo de tres días
al recurrente y al Ministerio Fiscal para la formulación
de, alegaciones en relación a la petición de,suspensión
del acto impugnado, a la que finalmente se accedió por
Auto de este Tribunal de 20 de junio del mismo año.

9. En virtud de providencia de 30 de mayo de 1994,
la Sección acordó tener por recibido el testimonio de'
las actuaciones remitidas por los órganos judiciales inter­
vinientes y acusarles recibo.

De acuerdo con lo dispuesto en elart. 52 de la LOTC
s'e acordó también dar vista de todas las actuaciones
por un plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal
y al ,solicitante de amparo para que en dicho térmíno
pudieran formular las /alegaciones ~ue estimaran- per-
tinentes. '-

10.' El Ministerio Fiscal interesó la estimación de
la demanda y consigui~nte otorgamiento del amparo soli-"
citado mediante escrito que tuvo su entrada.en este
Tribuna: e! 24 junio de 1994.

Estima el Fisca! que el T.S. aplicó una norma,
el arto 47de la LE.C.: a un C!iSO que nada tiene que,
ver con los supuestos fácticos de la m¡sfi,~, pues nuestro
ordenamiento jurídico procesal civil distingue al regu:ar
el beneficio de justicia gratuita 'do~ tipos, el obtenido
por declaración legal y el que se concede o reconoce
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judicialmente. Al haber obtenido el recurrente el segundo
tipo de reconocimiento y siendo condenado en costas,
sólo vendrá obligado a su abono si dentro de los tres
años siguientes a la terminación del proceso viniere ,a
mejor' fortuna.. tal y como, al respecto señala el arta 48
de la L.E.C. y no el 47 que aplicó el Tribunal. En definitiva,
el T.S. procedió a una selección manifiestamente irra­
iqnable. de la· norma aplicada por el doble ,motivo de
ser' distinto el supuesto fáctico en el que se as'ienta y,
por otra parte, por carecer de motivación que justifique
su invocación.
. . La concesión del amparo se justifica en la medida

en que la arbitrariedad contenida en la Sentencia tiene
su refiejo ~n la restricción de derechos constitucional­
mente protegidos, .como es el beneficio de justicia gra­
tuita reconocido en el art.119 06 la C~E., e incluso en
el derécho a la igualdad reconocido en el ari:' 14 del
Texto constitucional.

Termina el Ministerio Fiscal destacando que la reso­
lución impugnada no está fundada en Derecho y que
esta cónsideraciónestá avalada' por la propia doctrina
de este Tribunal, así la STC 126/1994, en la que tras
recordar la doctrina general del T.C., expresamente·seña­
la en su fundamento· jurídico 6.0 que «se subvierte el

. deber de fundar en derecho las .resoluciones judiciales
cuando se resuelve sobre las pretensiones ejercitadas
por las partes basándose en una· norma que con. tod&
evidencia no . contempla en absoluto el supuesto de
hecho)).

11. El recurrente presentó sus alegaCiones el 22
de junio de 1994,' mediante un escrito en el que dio
por reproducidas sus anteriores manifestaciones.

12. Mediante providencia de fecha 23 de octubre
de 1995, se señaló para la deliberación y votación de
la presente Sentencia el siguiente día 24 del mismo mes
y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Se ha recurrido en eslos autos, por ei' cauce pro­
cesal del amparo constitucional, la Sentencia de ·Ia Sala
Primera del Tribunal Supremo de 19 de julio de 1993,
dictada en el recurso de casación núm. 1.614/89 como
consecuencia de la impugnación de la tasación de costas
practicada en aquél, siendo ya de señalar que el deman- .
dante invoca en lo fundamental el derecho a la tute1a
judicial efectiva reconocido en el arto 24.1 C.E., al enten­
der que «por un simple y lamentable error de la· Sala
sentenciadora)) se le viene a privar del derecho a la jus­
ticia gratuita que tenía reconocido por Sentenciéf firme,
línea ésta en la que insiste el Ministerio Fiscal, que~alega
que la selección de la norma' aplicable se ha hecho por
el juzgador de forma manifiestamente irrazonable y ade­
más sin ninguna motivación o razónamiento.

En estos términos, el orden lógico de estudio de las
cuestiones obliga a examinar en primer lugar la' alegada
inexistencia de motivación, para solo de~pués y en su
caso concretar si efectivamente la Sentencia impugnada
ha incurrido en un.error patente que alcance relevancia
constitucional.
. 2. En cuanto a la motivación de la SentenCia recurri­
da, será de recordar ante todo la reiterada doctrina cons­
titucional que viene poniendo de relieve-que e.1 derecho

. a la tutela judicial efectiva reconocido en el art. 24. 1
, C.E. se satisface con una resolución fundadda en Dere­
cho que aparezca suficientemente motivada. La exigen-
cia de la motivación, que ya podría consjderarse implícita
en el sentido propio del citado art. 24.1, aparece ter­
minantemente clara ,en una interpretación sistemática
que contemple dicho precepto en su relación con el
arto 120.3 C.E..{SSTC 14/1991, 28/1994, entre otras).

, 'Y esta exigencia constitucional de la motivación de
las resoluciones judiciales aparece plenamente justifica­
da sin más que subrayar los fines a cuyo logro tiende
aquélla -SSTC 55/1987, 131/1990, 2211994,
13/1995, entre otras-: a) Ante todo aspira a hacer
patente el ·sometimiento del Juez al imperio de la ley
-arto 117.1. C.E.- o, más ampliamente, al ordenamiento
jurídico -art. 9. 1 C.E.-, lo que.ha de redundar en bene­
ficio de. la confianza en los órganos jurisdiccionales;
b) Más concretamente la motivación contribuye a «lograr
la' convicción de las partes en el proceso sobre la justicia
y corrección de una decisión judiciah), con lo que puede
evitarse la formulación de recursos; c) Y para el caso
de que éstos lleguen a interponerse, ·la motivación facilita
«el control de la Sentencia por los Tribunales superiores,­
incluido este Tribunal a' través del recurso de amparo)).
En último término, si la motivación opera. como garantía
G elemento preventivo. frente. a la arbitrariedad -SSTC
159/1989, 109/1992, ?211994, 28/1994, entre
otras-, queda claram~nts justificada la. inclusión de
aquélla dentro del contenido consiitUC!9nalmente pro-
tegido por el art.24.1 C.E.' ,

,Pero ha de advertirse que la amplitud de la motivación·
,de las Sentencias ha sido matizada por la doctrina cons­
titucional indicando que «no autoriza a exigir un razo­
namiento judidal exhaustivo y porm~norizado.de todos
los. aspectos y.perspectivas que las partes puedan tener
de la. cuestión que se decide, sino que deben consi­
derarse suficiente·mente. motivadas aquellas resolucio­
nes jud;ciales que vengan apoyadas en razones que per­
mitan conocer cuáles han sido los criterios jurídicos es~n­

ciales fundament.adores de la decisión)), (STC 14/1991),
es decir, la ratio de.cidendi que ha determinado aquélla
(STC 28/1994); . -

3~. Para la aplicación de la, doctrina que acaba de
recogerse al éaso ahora debatido, $erán de consignar
los datos aquí relevantes, tanto en el terreno normativo ­
como en el de los hechos:

A) En' el primer sentido habrá que recordar que la
justicia gratuita puede derivar de dos derechos, distintos
-la dispo'Sición legal o la declaración judicial...;.. y para
cada uno de ellos la condena en costas proyecta efectos
diferentes:

. a) En,' ocasiones la ley otorga los beneficios de la
justicia gratuita a determinadas entidades en atención
a sus características o fines, es decir, con independencia
de sus recursos económicos, y para estos casos -justicia
gratuita «por declaración le9al))- el arto 47 L.E.C. pres­
cribe que la condena en costas obliga sin más a pagarlos.

b)-. Por el contrario, en otros supuestos el recurrente
del derecho a la justicia gratuita $e obtiene judicialmente,
precisamente por rqzón de la insuficiencia de recursos
para litigar, y para estos casos el arto 48 L.E.C. prescribe
que la conden~ en costas solo vincula a su pago si el
litigante que disfrutó de aquel' derecho viniere a mejor­
fortuna dentro de los tres años siguientes a la termi­
nación del proceso.

B) Ya en el terreno de los hechos, habrá que indicar:

a) El ahora recurrente .en amparo obtuvo el reco­
nocimientO' del derecho a la justicia gratuita por Sen­
tencia -de 5 de noviembre de 1987, y seguido el pleito
principal en sus distintas fases. en último término, fue
condenado al pago de las costas por Sentencia de la
Sala Primera del Tribunal Súpremo de 5 de julio de 1991.

b) Iniciados los trámites propios de la tasación de
costas, el aquí demandante impugnó la practicada con
invocaCión del ~rt. 48 L.E.C. por entender que, habiendo
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übtenidojudicialmente el ~econoci~iento d~1 derecho
ala justicia gratuita y no ha~len~over:udo a mejo.r,fortuna,
los honorarios y derechos inclUidos en la tasaclon resul­
taban indebidos, impugnación ésta a la que. se opuso
la parte contraria que. estimaba de aplicación el arto 47
L.E.C. '

Es claro pues que el tema debatido, en el plantea­
miento de las partes, era el de si el caso litigioso resultaba
subsümible en el supuesto de hecho del art. 47 o en
el del arto 48, ambos L.EC. .

c) La Sala Primera dj}1 Tribunal Supremo,en la ~en­
tencia de 19 de julio de 1993, que eS,la ,aqUl recurrtda,
en su único fundamento de Derecho, indicaba que «ha:­
biendo recaído condena en costas al hoy recurrente,
procede la exacción de la tasación realizada en la mis­
ma, de acuerdo con lo preceptuado por el ~rt. ~7 de
la.Ley .de Enjuiciami~,:,to Civil, pese a la concesión al
mismo de derecho a litigar gratUitamente».

4. . Así las cosas, sera de indicar:

A) Ciertarnente' podría discutirse si la cuestión deba­
t;c!a -aplicabilidad del arto 47 o del arto 48 ,L.,~.C.- re.sul­
taba propia del ámbito del proceso de cognlclon previsto
en el arto 429 LEC. para la impugnación de las partidas
de la tasación que se estimen indebidas o si por el con­
trario tal debate- habría de abrirse en un momento pro­
cesal posterior para hacer posibte o para impedida exac­
ción de las costas por la vía de apremio señalada. en
el arto 421 L.E.C.· .

Pero es claro que la Sentencia del_Tribunal Supremo
acepta el planteamiento de las partes y dentro del pro­
ceso del art. 429 resuelve el debate.' desarrollado en
torno a la' aplicabilidad de los arts. 47 y48 L.E.C., lo·
que integra una cuestión qe leQali~ad ordina~ia 9l!e
corresponde a los Tribunales ordinariOS en el ejerCICIo
de la potestad que lescoofiere el arto 11 7.3 C.E.

B) y y~ en la perspectiva ~of)s~itucionat.propia.d~1
recurso de'amparo, ocurre' que el UnlCO fundamento jurt­
dico de la Sentencia impugnada se limita a afirmarla
aplicabilidad del arto 47 L.E.C., sentando, as~ una con­
clusión sin razonamiento alguno que la explique, razo­
namiento éste especialmente necesario en el caso, pues
al haber obtenido judicialmente e~ ~ec~r~ente en, arnpa~o
el reconocimiento del derecho a la JustiCia gratUita podla
razonablemente pensarse que el caso resultaba subsu- ,
mible en· el supuesto de hecho del arto 48 y no en el ;
del arto 47 L.EC. .

Falta pues en la.Sentenci~ r~cu~ri~a, fa motiva.ción
necesaria para expresar «los crttertos jundlcos esenciales
fundamentadores de'la d~cisión» -STC 14/1991-,. es
decir, la ratio por '(irtud. de .Ia cual ~I t,E!f!'a debatido
se resolvía en un cierto sentido -aplicabilidad del a~.
47 L.E.C.- y no en otro'- apl~abilidaddel arto 48 L.E.C.-,
lo que implica una vulneración del d~recho al~ tut,ela
judicial efectiva dado que como ~e ha dlch~ la !T'0tlvaclón
se integra dentro de su contenido constitucionalmente
protegido.

FALLO

En atención a todo lo o expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LÁ AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en consecuencia:

1,° Declarar la nulidad de la Sentencia dictada por
la Sala Primera del Tribunal Supremo. objeto de este
recurso de amparo.

2.° Reconocer al recurrente el derecho a la tutela
judicial efectiva,.para c,uyo restablecimiE!nto h~brá,?e
dictars,e nue\(a Sentencia con la necesana motlvaCfon.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado»,

Dada en Madrid, a veinticuatro de octubre de mil
.novécientos noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez Berei­
jo.-Vicente Gimeno Sendra.~Pedro Cruz ~iIlalón.-Ma­

nuel Jiménez de Parga y Cabrera y Javier Delgado
Barrio.-Firmado y rubricado.

25696' Sala Primertl. Sentencia 154/1995, de 24
de octubre de 1995. Recurso de amparo
2.767/1993. Contra Auto del JuzgéJdo de Ins­
trucción número 31 de Madrid denegando
incoación del procedimiento de habeas cor-

o pus solicitado. Vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva: motivación insuficiente
de la resolución judicial. .

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodríguez. Bereijo, Presi~en~e; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz VJllalon~ don
Manuel Jiménez·de Parga y Cabrera, y don Javier Del­
gado Barrio, Magistrados, ha pronu,nciado

EN NOMBRE DEL REY,

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.767/93, promovido
en o nombre propio por don José Orlando Espejo Barona,
Licenciado en Derecho, contra el Auto del Juzgado de
Instrucción núm. 31 de Madrid de .24 de agosto de 1993,

.por el que se le denegaba la ,incoa.ci.ón'del pro~edimie~to
de habeas corpus que habla sohcltado~ Ha intervenido
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don
Pedro Cruz Villalón, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
16 de septiembre de 1993, don José Orlando Espejo
Barona, Licenciado en Derecho, interpuso en nQmbre
propio recurso de amparo contra el Auto del Juzgado
de InstflUcción núm. 31 de Madrid de 24 de agosto de
1993, por el que se le denegaba la incoación del pro­
cedimiento de habeas corpus.

2. El recurso se basa en lo~ siguientes hechos:

a) - Según se deduce de los datos aportados, el
- demandante de amparo, de nacionalidad colombiana,
había sido condenado a pena privativa de libertad por
un órgano jurisdiccional español y se encontraba en el
momento de los hechos en situación;(fé libertad con­
dicional, motivo por el cual estaba obligado a residir
en España, Dadas estas circunstancias, elevó una con­
sulta verbal a la Delegación dé Gobierno de Madrid sobre
si era posible que obtuviera provisio~almenteun permiso
de residencia y de trabajo o la exención d~ los mismos,
siéndole aconsejado que solicitara por escrito u.na ~xen­

ción o de visado en oroen a obtener un pronunCiamiento
en Derecho por parte de los Tribunales sobre la posi­
bilidad de otorgar provisionalmente o de exi~ir de per­
miso de residencia y trabajo a personas extranjeras que,
por resoluciones judiciales, deben cumplir parte de las
condenas en situación de libertad condicional o perma-
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